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4 EDITORIAL  

 

Quintiliano Pérez Bonilla 
Presidente de la ACNV y Director de Veterinarios 

Hace pocas semanas se han celebrado en España las 
últimas elecciones municipales y autonómicas. Los 
resultados, qué duda cabe, no han dejado indiferen-
tes a nadie.  

Ni a los partidos mayoritarios ni a los emergentes, 
que en mi opinión, se han visto sorprendidos, tanto 
los unos como los otros.  

Se ha producido un vuelco electoral, una gran modi-
ficación del panorama político lo que dará lugar, sin 
duda alguna a cambios en los cuadros de mando de 
las Administraciones Autonómicas.  

Volvemos otra vez al principio.  

La Administración española, se caracteriza en mu-
chos casos, por estar sometida a los criterios y a 
los vaivenes de las decisiones de los nuevos diri-
gentes, que con todo derecho hacen lo mismo 
que hicieron los anteriores: cambiar a una gran 
cantidad de puestos directivos, e incluso de nivel 
intermedio, porque lo exige el guión ideológico.  

Y esto no es bueno.  

No es bueno para la función, no es bueno para los resultados prácticos de la misma, no es bueno para los 
ciudadanos, no es bueno para los contribuyentes que sufrirán en sus carnes las consecuencias de una para-
lización temporal de las iniciativas que han quedado frenadas en seco.  

Esta es la realidad, y esta realidad es preciso cambiarla, reflexionando sobre la necesidad de confiar en la 
profesionalidad, en el buen hacer de los Cuerpos de Funcionarios, en esta caso Autonómicos, cuya vocación 
de servicio está muy por encima de las ideologías y de las escaramuzas políticas, puesto que su ideología, 
con independencia del criterio político de cada uno, es servir a los demás desde su puesto en el Estado Au-
tonómico.  

Y es en este momento, donde se afianza, donde se consolida la realidad incuestionable de la necesidad de 
permanencia en la Administración de los Cuerpos Nacionales del Estado. Donde se demuestra que su fun-
ción es imprescindible, precisamente para mantener la maquinaria administrativa en marcha, a pesar de los 
cambios políticos de cualquier signo que se puedan producir en España en el futuro.  

Desde esta página, como Presidente de la Asociación del Cuerpo Nacional Veterinario, les deseo lo mejor a 
todos los compañeros autonómicos y , como decía el clásico, ¨que Dios reparta suerte¨.  
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n estas fechas se cumplen dos años desde que se al-
canzó el acuerdo de la que, a partir de ahora, llamare-

mos Reforma de la PAC de 2013. Nuestros agricultores 
y ganaderos acaban de presentar sus primeras solicitu-
des de ayudas en el marco de esta Reforma, los prime-

ros programas de desarrollo rural ya están aprobados y ya hemos 
tenido ocasión de probar el funcionamiento de algunos instru-
mentos de la organización común de mercados agrarios (OCMA) 

nacida de esta Reforma. Todavía es pronto para hacer un balance 
aunque sea adelantado de la Reforma, pero sí que podemos co-
menzar a realizar algunas reflexiones que me permitiré centrar en 

el primer pilar, es decir, en las ayudas directas y las medidas de 
regulación de los mercados agrarios.  

Quizás la parte más delicada de esta Reforma de la PAC de 2013 
ha sido precisamente la negociación que no formaba parte de la 

Reforma, me refiero a la negociación del Marco Financiero Pluria-
nual 2014 – 2020, en la que España consiguió para la PAC mante-
ner su dotación financiera a precios corrientes en un presupuesto 

comunitario que, por primera vez en la historia de las institucio-
nes comunitarias, sufría una sensible reducción. No sólo se conse-
guía mantener la ficha presupuestaria, sino que se conseguía se-

guir conservando la arquitectura de la PAC, cuyo primer pilar se 
financia al cien por cien por el presupuesto comunitario, circuns-
tancia que no se produce en ningún otro fondo comunitario y que 

permite pagar, por ejemplo, las ayudas directas de la PAC con una 
regularidad que no se da en ningún otro tipo de ayuda, ya que no 
tienen que intervenir los presupuestos nacionales o regionales 

para cofinanciar; gracias también, todo hay que decirlo, a la fun-
ción impagable que presta el Fondo Español de Garantía Agraria 
(FEGA), adelantando los fondos necesarios para que en todas las 

comunidades autónomas se paguen las ayudas en igualdad de 
condiciones, con independencia de las holguras o estrecheces 
presupuestarias de cada una.  

Las ayudas directas 
Las ayudas directas suponen práctica-

mente 5.000 millones de € al año, casi 
el 30 % de la Renta Agraria, porcentaje 
que, según orientaciones productivas y 

dependiendo del territorio en el que 
nos encontremos, puede llegar a ser 
mucho mayor, lo que nos da una buena 

idea de la importancia que este instru-
mento supone para la agricultura espa-
ñola, justificando en buena medida la 

gran atención y preocupación con la 
que todos abordamos su funcionamien-
to.  

La propuesta de la Comisión sobre la 

Reforma de la PAC presentada en 2011 
tenía una vocación claramente unifor-
mizadora; se proponía una ayuda des-

vinculada de la producción uniforme 
por hectárea aplicable a toda la Unión 
Europea en 2019, acompañada de un 

pago por la realización de prácticas 
beneficiosas para el clima y el medio 
ambiente, conocido como greening, 

también desvinculado de la producción 
y también, en principio, uniforme, igual 
para todas las hectáreas. Estos pagos 

desvinculados de la producción sustitu-
ían al Pago Único, cuya traumática apli-
cación en 2006 ahora parece olvidada, 

pero que, con el transcurrir de los años, 
la rutina administrativa había hecho de 
aplicación sencilla.  

La propuesta de la Comisión se comple-

taba con dos medidas heredadas del 
desarrollo rural, el complemento para 
jóvenes agricultores, de aplicación obli-

gatoria, y el complemento para zonas 
con limitaciones naturales, de aplica-
ción facultativa, con las que se pretend-

ía proporcionar la agilidad financiera 
del primer pilar en un momento de 
enorme dificultad para que Estados 

miembros movilizaran recursos finan-

La Reforma de la PAC, año uno 
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cieros propios. El esquema de las ayu-
das directas quedaba completado con 

las ayudas vinculadas a la producción, 
limitadas presupuestaria y sectorial-
mente, de aplicación facultativa por el 

Estado miembro y, como posterior-
mente hemos tenido ocasión de com-
probar, con condiciones de aplicación 

sobrevenidas y no siempre reflejadas 
de forma clara en los textos legales.  

El colofón de todo este paquete de 
nuevas ayudas directas lo constituía la 

figura de agricultor activo que, pese a 
ser un concepto que centralizó el deba-
te comunitario y nacional, enseguida 

quedó claro que, en lo que se refiere al 
debate comunitario, su alcance iba a 
ser menor del esperado en aras de la 

compatibilidad con la Organización 
Mundial de Comercio, pero, como co-
mentaré más adelante, sirvió para que, 

al menos, en España, se dieran pasos 
que difícilmente tendrán vuelta atrás, 
para que las ayudas de la PAC vayan a 

quienes verdaderamente realizan la 
actividad agraria.  

La negociación de la Reforma permitió 
a España introducir en las propuestas 

iniciales los grados de libertad necesa-
rios para que su aplicación en nuestro 
país fuera posible sin producir daños 

irreparables. Así fue posible contingen-
tar las hectáreas que finalmente reci-
birían las ayudas, pues la extensión del 

beneficio de las mismas un volumen de 
superficie muy por encima de la SAU, 
hubiera producido un hundimiento real 

de los importes percibidos por hectá-
rea.  

También fue posible conseguir un gree-
ning aplicable en un país como el nues-

tro, con grandes zonas de monocultivo 
de olivar y viñedo que apenas tenían 
margen para dejar superficie sin culti-

var o con secanos áridos, para los que 
los umbrales inicialmente propuestos 
para la diversificación o la superficie de 

interés ecológico eran inviables en la 

práctica. La exención de requisitos para los cultivos leñosos, el 
aumento de los umbrales de aplicación en diversificación y super-

ficies de interés ecológico, el cómputo del barbecho en ambas 
prácticas y la decisión de España de no hacer uso de los elemen-
tos estructurales del terreno como superficies de interés ecológi-

co, con la complejidad administrativa que hubiera llevado consigo 
(y que ahora padecen otros Estados miembros), ha permitido que 
la aplicación de esta nueva ayuda no haya supuesto grandes difi-

cultades. Para los que se acuerden de lo que nos costó aplicar la 
Condicionalidad, estarán de acuerdo conmigo que la aplicación 
del greening está siendo, con diferencia, mucho más pacífica.  

Igualmente, fue posible poder aplicar un modelo de regionaliza-

ción con importes diferenciados según el tipo de superficies, que 

reflejara, por un lado, la diversidad productiva de nuestro país, en 

particular, la realidad del regadío y la importancia de los cultivos 

permanentes, sobre todo del olivar y, por otro lado, un modelo 

que tuviera en cuenta la heterogeneidad de importes por hectá-

rea que se venían aplicando en España en el régimen de pago úni-

co, en el que, en la práctica, cada beneficiario tenía un importe 

distinto. Con ello, se lograba dar un paso muy importante hacia la 

uniformización de importes por hectárea, pero de forma limitada, 

proporcionando a las explotaciones agrícolas y ganaderas de toda 

España la estabilidad necesaria que les permite saber que, con la 

nueva PAC, tanto si sus ayudas suben o como si bajan por efecto 

de la convergencia, podrán mantener su actividad.  

Por último, quiero referirme a la figura de agricultor activo y su 

aplicación en España. Desde la aplicación del pago único en 2006, 

todos hemos sido testigo de cómo las ayudas de la PAC, para un 

número nada despreciable de beneficiarios, se habían convertido 

en una renta que se percibía anualmente sin necesidad de justifi-

car actividad agraria alguna. Todos hemos conocido casos en los 

que, por ejemplo, un agricultor joven de un pueblo “llevaba la 

PAC” de varios beneficiarios que, en realidad, no eran los respon-

sables de lo que se sembraba y cosechaba en sus tierras, pues la 

solicitud de la PAC se había convertido en el sustituto de un arren-

damiento propiamente dicho. En otros casos, muchas superficies 

de monte bajo, incluso forestales, mal llamadas pastos, se habían 

convertido en refugio para un buen número de beneficiarios, que 

las declaraban sin realizar ningún tipo de actividad sobre ellas. 

Con esta reforma se ha dado un paso muy importante para evitar 

este tipo de situaciones y conseguir que las ayudas lleguen al que 

realiza la actividad agraria; se ha introducido el concepto de ries-

go empresarial, para que sea el que lo asume el que cobre las ayu-

das; se han introducido por primera vez criterios fiscales para de-

terminar quién es agricultor activo; no se asignarán derechos so-

bre pastos a quienes no sean ganaderos y se han definido las la-

bores de mantenimiento anual que deben hacerse sobre las su-

perficies declaradas. Sé que, como  
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administración, tendremos que seguir combatiendo contra quie-
nes formalmente intenten seguir cumpliendo con los requisitos 

formalmente para seguir cobrando las ayudas sin ser agricultores 
o ganaderos, pero lo van a tener muy difícil con los reglamentos 
aprobados. Y lo que es más, se ha conseguido desprestigiar a 

quienes crean las condiciones artificiales para cobrar las ayudas, 
de manera que no tengan el auxilio ni de la administración, ni de 
la organizaciones agrarias ni de las entidades colaboradoras para 

sortear la legislación.  

En definitiva, como todas las Reformas, esta no ha estado exenta 
de dificultades, sobre todo ahora que concluye el plazo para la 
presentación de las primeras solicitudes. Pese a ello, todo ha 

transcurrido de una forma mucho más normalizada que en 2006 
cuando aplicamos por primera vez, de una tacada, el Pago Único y 
la Condicionalidad y el SIGPAC sólo hacía un año que se había co-

menzado a aplicar; algunas comunidades autónomas tardaron en 
entonces varios años en salir del embrollo administrativo que su-
puso y, con ello, miles de expedientes. La experiencia acumulada 

por todos y la planificación de la aplicación por el FEGA y las co-
munidades autónomas hará que, en esta ocasión, dentro de la 
complejidad, todo transcurra con más normalidad.  

Las medidas de regulación del mercado  
Pese a la importancia de las ayudas directas, son las medidas de 
regulación de los mercados agrarios las que mayor incidencia tie-
nen sobre la renta de los agricultores, pues actúan sobre la parte 

más importante de la renta, la que procede de la comercialización 
de sus productos, que supone algo más del 70 %. El reglamento 
que establece la organización común de mercados agrarios fue 

precisamente el que más dificultades tuvo para ser aprobado en 
la Reforma; mientras que el resto de los reglamentos del paquete 
legislativo fueron aprobados por unanimidad, la OCMA recibió 

nada menos que la abstención del Reino Unido y de Alemania que 
hubieran preferido una regulación de los mercados agrarios mu-
cho más liviana.  

La parte más importante de este regla-
mento, sin duda, es la que recoge y 

desarrolla las excepciones a las normas 
de la competencia que confiere el TFUE 
de forma singular al sector agrario. Los 

agricultores y ganaderos, a través de 
organizaciones de productores, de sus 
agrupaciones y de las organizaciones 

profesionales, tienen la posibilidad, 
respetando ciertas limitaciones, de rea-
lizar prácticas concertadas y de realizar 

negociaciones contractuales en nombre 
de sus socios en varios sectores pro-
ductivos. Para hacernos una idea, los 

agricultores y ganaderos pueden reali-
zar legalmente determinadas prácticas 
concertadas que, para la industria y los 

siguientes escalones de la cadena ali-
mentaria, están totalmente prohibidas 
y son objeto de cuantiosas sanciones 

por parte de las autoridades nacionales 
de la competencia.  

La OCMA también prevé la posibilidad 
de la extensión de la obligación de rea-

lizar contratos a todos los sectores, más 
allá del lácteo, obligación que en Espa-
ña se ha visto superada ampliamente 

por la aplicación de la Ley de la Cadena, 
que hoy es la referencia legislativa en la 
materia en la Unión Europea y que ha 

marcado un antes y un después en las 
relaciones comerciales, en particular, 
entre los agricultores y ganaderos y los 

siguientes eslabones de la cadena.  

La OCMA mantiene los mecanismos de 
red de seguridad en forma de almace-
namiento público y privado que venían 

de la PAC anterior, si bien, en la nego-
ciación de la Reforma, fue necesario 
luchar y, se consiguió, por mantener en 

el reglamento de base muchos instru-
mentos, como los precios de referen-
cia, cuya fijación pretendía la Comisión 

dejar bajo la esfera de su responsabili-
dad. Además, en esta ocasión, se intro-
ducía la posibilidad de revisar los pre-

cios de referencia tomando en conside-
ración, por primera vez, los márgenes 
de los productores.  
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La crisis de la E.Coli de 2011, por poner un ejemplo, evidenció que 
era necesario que la PAC se dotara de mecanismos e instrumentos 

con los que hacer frente de forma inmediata a perturbaciones 
graves de los mercados agrarios, con independencia de su origen 
(…), instrumentos que deben ser aplicados con rapidez, para que 

tengan el efecto estabilizador que se pretende. Con el veto ruso 
hemos tenido ocasión de ver cómo se movilizan estas medidas 
con rapidez en el sector de las frutas y hortalizas. Así, el día 11 de 

agosto, cuatro días después de ser anunciado el veto, ya eran apli-
cables las primeras medidas. La asignatura pendiente ahora es 
lograr que las medidas sean eficaces y, la experiencia del veto 

ruso, ha demostrado que la eficacia no ha sido la deseada.  

Balance y revisión 
Todavía es pronto para hacer un balance de la Reforma que co-
menzamos a aplicar es 2015 en todas sus vertientes. Queda por 

ver el efecto que tendrá el greening en la diversificación de las 
alternativas de cultivo, el efecto de la aplicación de la figura del 
agricultor activo, el comportamiento de los pagos acoplados o los 

importes que finalmente nos deparará el modelo de regionaliza-
ción. En todo caso, en 2016, en virtud de los acuerdos alcanzados 
en la Conferencia Sectorial de enero de 2014, se revisarán las ayu-

das acopladas. La ventana temporal para esta revisión será, 
aproximadamente entre Semana Santa y verano de 2016, cuando 
ya se disponga de datos consolidados del primer año de aplicación 

de las ayudas directas. El resultado de tal revisión sería aplicable a 
las solicitudes de ayuda de 2017, siguiendo con el esquema habi-
tual por el que las modificaciones que se introducen en el sistema 

de ayudas directas de un año dado, tienen que dejarse estableci-
das en el verano anterior para que los agricultores puedan cono-
cer las novedades antes de la siembras de otoño y para que toda 

la maquinaria legal y administrativa pueda hacer las adaptaciones 
necesarias.  

Con respecto a las medidas de regulación de mercados, si bien 
muchos achacan a la OCMA que no constituye una verdadera red 

de seguridad, también hay que ser consciente que la PAC de los 
ochenta y de los noventa no puede volver, aunque solo sea por-
que tampoco el sector agrario español es el mismo y, para com-

probarlo, solo hay que mirar cómo han evolucionado nuestras 
producciones y el peso que tienen en ellas las exportaciones que, 
con el tiempo, han pasado de de ser un aliviadero a convertirse en 

una necesidad insustituible, demostrando que nuestros sectores 
son capaces de exportar y, sobre todo, competir en los mercados 
más difíciles. Nos queda mucho que aprender para sacarle todo el 

provecho a la nueva OCMA y, para ello, necesitamos un cambio 
de cultura en el que asumamos que los productores son los princi-
pales protagonistas y que, en la medida en que sean capaces de 

organizarse en organizaciones de productores e interprofesiona-
les, serán capaces de hacer frente al reto de la volatilidad de los 
mercados.  

Muchos comienzan a hablar de revisar 
de nuevo la PAC, a pesar de que acaba-

mos de empezar a aplicarla. La verdad 
es que el tiempo pasa rápido; ya son 
dos años desde que se logró el acuerdo 

de 2013 en Luxemburgo. En 2017 la 
Comisión presentará su informe sobre 
la aplicación de las superficies de in-

terés ecológico, ocasión que se aprove-
chará, como de costumbre, por parte 
de la Comisión (no necesariamente de 

la DG AGRI) para ir más lejos en las exi-
gencias medioambientales y, por parte 
de otros Estados miembros, en particu-

lar los del norte de la UE, que nunca 
han estado cómodos con la PAC, para 
introducir no solo mayores exigencias, 

sino para extender el ámbito del infor-
me a otros aspectos de la Reforma que 
no tengan que ver necesariamente con 

el greening (ya lo hemos visto en el 
ejercicio de simplificación que está rea-
lizando este año la Comisión).  

En todo caso, en 2018, comenzará de 

nuevo el debate presupuestario para la 

negociación de las perspectivas finan-

cieras 2021 – 2027, en donde, de nue-

vo, la PAC será la bolsa de la que todas 

las demás políticas querrán alimentar-

se, apoyándose en el fuerte lobby anti 

– PAC europeo. Para cuando llegue, 

tendremos que estar preparados y, en 

tiempos administrativos, 2018 es pasa-

do mañana, por lo que como país, de-

bemos empezar a pensar ya en qué 

sector agrario queremos para 2027.  

 

 

Fernando Miranda 
Sotillos 

Director General de 
Producciones y 
Mercados Agrarios 

AUTOR: 
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En el año 2006, empresas del sector agroalimentario español que 
comparten un mismo Modelo de la Calidad Total constituyeron el 
FORO INTERALIMENTARIO, una asociación empresarial sin ánimo 
de lucro que tiene como finalidad promover la mejora de la for-
mación e información alimentaria de los consumidores y de la 
sociedad, impulsando una cadena agroalimentaria sostenible que 
fortalezca al sector agroalimentario español.  

Sus cifras son espectaculares, en conjunto facturaron en el 2014 
más de 25.000 millones de euros y poseen un capital humano de 
más de 88.000 trabajadores. No obstante su Director General, 
Víctor Yuste, pone el acento en que estos datos son el resultado 
del trabajo y esfuerzo de muchas personas comprometidas por 
hacer las cosas bien, pero que todavía tienen mucho recorrido de 
mejora.  

En la actualidad, el FORO INTERALIMENTARIO está constituido por 
25 empresas líderes en el sector de la transformación y la distribu-
ción alimentarias, entre ellas Grupo Siro, Incarlopsa, Verdifresh, 
Martínez Loriente, Cunicarn, Embutidos Monter, Sovena, Casa 
Tarradellas, la cooperativa Covap, Gilcomes o Mercadona. Asimis-
mo, es miembro del Consejo Asesor de la Agencia de Información 
y Control Alimentarios (AICA) del MAGRAMA.  

Uno de sus objetivos es trabajar por ser capaces de crear una ver-
dadera Cadena Agroalimentaria Sostenible donde estén involu-
crados, se entiendan y compartan riesgos y beneficios todos los 
eslabones de la cadena, fortaleciendo y poniendo siempre en 
valor el trabajo del sector primario, como responsables que son 
de la producción de los alimentos.  

Para ello, Víctor Yuste considera que la mejor forma de hacerlo es 
aprovechando todas las potencialidades de los diferentes eslabo-
nes: una Cadena Agroalimentaria Sostenible donde todos los esla-
bones participen, ganen y sean sostenibles, desde el sector prima-
rio (los agricultores, ganaderos y pescadores), la industria de la 
transformación, la distribución, hasta llegar al objetivo común de 
todos: el consumidor. “Es necesario que todos estos eslabones 
realicen un esfuerzo por reinventarse en el marco de este nuevo 

modelo de relación que refuerza el 
equilibrio social entre ellos”.  

 

 

Un aspecto prioritario del FORO INTER-
ALIMENTARIO es potenciar las alianzas 
y acuerdos estables y transparentes 
entre los diferentes eslabones en el 
marco de un proyecto común, orienta-
do a la satisfacción del consumidor, 
que mejore nuestra competitividad y 
permita ofrecer las mejores soluciones 
a las necesidades de los consumidores 
a través de unos productos seguros, de 
mayor calidad y al mejor precio posible.  

Al fin y al cabo hay que trabajar bus-
cando la mayor eficiencia, eliminando 
todo aquello que no añada valor objeti-
vo al consumidor, para ser competiti-
vos y alinear a todos los eslabones 
hacia el mismo objetivo, fomentando el 
trabajo en equipo y la productividad de 
toda la cadena.  

En opinión de Víctor Yuste, el sector 
agroalimentario tiene que apostar por 
una I+D y por una innovación transver-
sal que recorra todos los eslabones, 
sector primario, fabricantes y distribu-
ción, pero contando con el consumidor. 
De este modo seremos capaces de in-
novar verdaderamente en toda la cade-
na y, en este punto, el sector primario 
juega un papel esencial ya que una in-

forointer 
alimentario 
 
25 empresas líderes 
comprometidas con 
una cadena 
agroalimentaria 

Uno de sus objetivos 
es trabajar por ser 

capaces de crear una 
verdadera Cadena 

Agroalimentaria Sos-
tenible donde estén 
involucrados, se en-
tiendan y compartan 
riesgos y beneficios 
todos los eslabones 

de la cadena 
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novación desde el origen mismo del 
producto facilita que la transformación 
y la distribución puedan implantar sus 
propios procesos de innovación con 
mejor acierto y sumando sinergias. En 
esencia se trata de una innovación co-
ordinada, haciendo cada uno innova-
ción en aquello que mejor sabe y cono-
ce.  

Todas las empresas del FORO INTERALI-
MENTARIO ponen en práctica una Re-
gla de Oro: primero la seguridad ali-
mentaria, luego la calidad, después, y 
sólo salvaguardados estos valores, 
hablan de servicio/surtido, precio y, 
por último, beneficio.  

 

La calidad de los productos alimenta-
rios no es sólo una exigencia del con-
sumidor sino un deber de todo el sec-
tor agroalimentario. La calidad es la 
garantía de hacer bien las cosas y de 
responsabilidad del productor y de la 
industria para facilitar a la distribución 
la puesta a disposición del consumidor 
de buenos alimentos. Pero esta calidad 
no sería la misma si no fuera acompa-
ñada de una máxima seguridad alimen-
taria donde, como principio irrenuncia-
ble y cultura empresarial, se pongan 
todos los medios técnicos y humanos 
para garantizar al consumidor produc-
tos seguros.  

En opinión de Yuste, podemos estar 
orgullosos de tener un excelente nivel 

de seguridad alimentaria con una buena estructura y unos magní-
ficos profesionales, entre ellos muchos veterinarios que, en el 
ámbito de salud pública y la producción y sanidad animal, hacen 
de España uno de los países más seguros del mundo en seguridad 
alimentaria. Es un gran esfuerzo que se sigue realizando por parte 
de todos los agentes involucrados, el sector y las distintas Admi-
nistraciones Públicas, y una enorme inversión económica y de 
innovación tecnológica que considera bien merece la pena en be-
neficio de toda la sociedad, aunque en ocasiones el consumidor 
desconoce este aspecto concreto.  

Esta “obsesión” por la calidad y la seguridad alimentaria hace que 
en muchos casos los estándares de seguridad que se han auto-
impuesto estas empresas vayan incluso mucho mas allá de lo que 
estrictamente obliga la normativa.  

Gran conocedor de la profesión veterinaria y del trabajo que desa-
rrolla el CNV, Víctor Yuste quiere poner en valor y agradecer, tam-
bién en nombre del FORO INTERALIMENTARIO, a la profesión ve-
terinaria, y en concreto a los miembros del Cuerpo Nacional Vete-
rinario del Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Am-
biente, el magnífico trabajo que, a lo largo de los años, han reali-
zado estos profesionales velando por la seguridad alimentaria de 
toda la sociedad, haciendo gala y honor al lema de la profesión 
veterinaria “Higia pecoris, salus populi”. “El CNV ha hecho histo-
ria pero, sin duda, queda mucho por escribir”.  

De izquierda a derecha, Carlos Cabanas (Secretario General de Agri-

cultura y Alimentación) y Víctor Yuste Jordán (Director General del 
Foro Interalimentario) 

“La calidad de los productos alimentarios 
no es sólo una exigencia del consumidor 

sino un deber de todo 
el sector agroalimentario” 

Podemos estar orgu-
llosos de tener un ex-
celente nivel de segu-
ridad alimentaria con 
una buena estructura 

y unos magníficos 
profesionales, entre 

ellos muchos 
veterinarios  
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El pago básico  
El régimen de pago básico es un nuevo sistema de ayudas desaco-

plado de la producción que sustituye al anterior régimen de pago 

único. El valor de los nuevos derechos de pago básico se establece 

sobre la base de una referencia regional, donde el periodo históri-

co de referencia básico es la campaña 2013. De este modo, la 

nueva asignación de derechos permite que las ayudas desacopla-

das que se concedan a partir del 2015 y hasta el 2020, reflejen 

mejor la realidad productiva actual de nuestra agricultura.  

Para la implementación del régimen de pago básico en España se 

ha establecido un modelo de aplicación nacional basado en regio-

nes agrarias, con objeto de reflejar la realidad agronómica, so-

cioeconómica, administrativa y el potencial agrario regional de 

cada explotación.  

Así, el modelo de regionalización en España utiliza como su uni-

dad básica administrativa a las comarcas agrarias las cuales, se 

agruparán en diferentes regiones en función de:  

 La orientación productiva que pre-

sentaba cada una de sus hectáreas 

en la campaña de referencia 2013:  

− Tierras de cultivo de secano.  

− Tierras de cultivo de regadío.  

− Cultivos permanentes.  

− Pastos permanentes.  

 Potencial productivo agrario basado 

en los rendimientos y capacidad 

productiva de cada una de las orien-

taciones productivas en las comar-

cas agrarias en la campaña 2013.  

 Impacto socioeconómico de deter-

minadas producciones en las comar-

cas agrarias.  

Como último paso para la determina-

ción de cada una de las regiones agra-

rias en España, se han agrupado las 

diferentes orientaciones productivas 

comarcales, siguiendo como criterio de 

agrupación un potencial agrario regio-

nal semejante, de tal modo que se han 

establecido un número final de 50 re-

giones diferentes en el territorio nacio-

nal.  

Los importes disponibles para España 

para el régimen de pago básico en el 

año 2015, se distribuirán entre las 50 

regiones establecidas, atendiendo a 

La reforma de la política agrícola 
común: el pago básico y el pago 
para prácticas beneficiosas para 
el clima o el medio ambiente 
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criterios objetivos y no discri-

minatorios.  

El importe final dispo-

nible para cada una 

de las regiones se 

fijará en función de 

las solicitudes de 

ayudas presentadas 

en la campaña 2015 

y constituirá el límite 

máximo de cada  una de 

las regiones en 2015. Asi-

mismo, los valores medios re-

gionales definitivos, desde 2015 a 2020, 

de cada región se determinarán una 

vez se finalice el periodo de presenta-

ción de solicitudes de pagos directos de 

la campaña 2015.  

Los nuevos beneficiarios de los dere-

chos de pago básico, serán aquellos 

que cumplan con los siguientes tres 

requisitos:  

 Ser agricultor activo según los crite-

rios establecidos en el Real Decreto 

1075/2014.  

 Solicitar la asignación de los dere-

chos de pago básico a través de la 

Solicitud Única de Ayudas 2015, en 

tiempo y plazo, salvo en caso de 

fuerza mayor o circunstancias ex-

cepcionales.  

 Haber tenido derecho a recibir 

algún pago directo en la campaña 

2013, antes de toda reducción o 

exclusión.  

Además, también podrán concederse 

derechos de pago básico a aquellos 

agricultores activos que presenten la 

solicitud de ayudas en la campaña 2015 

y tengan derecho a recibir derechos 

tras aceptarse:  

 una alegación por causas de fuerza 

mayor o dificultades excepcionales,  

 una comunicación de cambio de titularidad de la ex-

plotación o,  

 una solicitud de acceso a la Reserva Nacional 

de pago básico 2015.  

Todos aquellos asignatarios resultantes de soli-

citudes de nuevos agricultores de la Reserva 

Nacional de pago único 2014, también podrán 

entrar en el nuevo sistema, siempre y cuando 

vuelvan a presentar la solicitud de acceso a la 

Reserva Nacional 2015 de pago básico.  

En España el número máximo de derechos de pago bási-

co que podrá asignarse a un agricultor será igual al número de 

hectáreas admisibles que declare en su solicitud de ayuda de 

2015, siempre y cuando no sea mayor que las hectáreas admisi-

bles que declaró en su solicitud de ayudas de 2013, en cuyo caso, 

se asignará un número igual a las hectáreas admisibles declaradas 

ese año. Es decir, el número de hectáreas admisibles que el agri-

cultor declaró en 2013 constituye su superficie admisible de refe-

rencia.  

No obstante, aquellos agricultores que declaren en su Solicitud 

Única 2015 superficies de pastos permanentes y no figuren, a la 

fecha de finalización de la presentación de la solicitud única 2015, 

en el Registro de explotaciones ganaderas (REGA), no se les conta-

bilizarán dichas superficies de pastos a efectos de la asignación de 

derechos de pago básico.  

Además se tiene que tener en cuenta a efectos de las transmisio-

nes de explotaciones tramitadas en la campaña 2014 y 2015 que 

supongan una transferencia de valor de los correspondientes de-

rechos de pago básico que deban asignarse en 2015 en las mis-

El importe final dis-
ponible para cada 

una de las regiones 
se fijará en función 

de las solicitudes de 
ayudas presentadas 
en la campaña 2015 
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mas, que estos movimientos conllevan 

la transmisión del cedente al cesionario 

del número de hectáreas admisibles 

determinadas declaradas en la Solicitud 

Única 2013 correspondiente a la parte 

de explotación que se transfiere. Para 

el cálculo del valor unitario inicial de los 

derechos de pago básico de un agricul-

tor, se tomará como referencia el nivel 

de pagos directos que haya percibido el 

mismo en la campaña 2014, antes de 

reducciones y exclusiones, y cuyos im-

portes se vayan a integrar, a partir de 

2015, en el nuevo régimen de 

pago básico.  

Además hay que tener 

en cuenta que, el va-

lor de los derechos 

que se asignen van a 

estar afectados por 

la convergencia, la 

cual consiste en el 

acercamiento de los 

valores unitarios ini-

ciales hacia el valor me-

dio regional. En España, 

para evitar grandes impactos a 

nivel individual, sectorial y territorial, 

este acercamiento se va a hacer de for-

ma progresiva. Para ello, los agricultores que tengan pagos direc-

tos por debajo del 90% del valor medio de su región, saldarán par-

cial y progresivamente esta brecha hasta la campaña 2019, te-

niendo un incremento de un tercio de la diferencia entre su media 

y el 90% de la media de la región.  

Los agricultores con derechos con valor por encima de la media de 

la región financiarán esta convergencia, sobre la base de criterios 

objetivos y no discriminatorios, mediante la reducción del valor de 

los derechos de pago que en 2019 tengan un valor superior al de 

la media, aunque para evitar que algunos agricultores tengan 

pérdidas desproporcionadas, se ha fijado una reducción del 30% 

como techo máximo de tales reducciones por beneficiario y re-

gión.  

Para evitar valores unitarios de derechos que disten mucho de su 

media regional, y alcanzar el objetivo final de la convergencia de 

las ayudas hacia dicho valor, los derechos de pago con valor por 

debajo del 60% de la media de la región, alcanzarán en 2019 ese 

60% dela media, a no ser que esto suponga pérdidas a los donan-

tes superiores al 30%, en cuyo caso tenderán al 60% aunque sin 

alcanzarlo.  

Por otro lado, los beneficiarios que tengan derechos con valor 

entre el 90% y la media de la región, ni donan ni reciben ya que se 

considera que ya tienen la aproximación esperada con el valor 

medio regional.  

El paso del valor unitario inicial de los derechos de pago básico a 

su valor unitario final en 2019 se va a realizar en cinco etapas 

idénticas, comenzando su aplicación en 2015.  

El pago para prácticas beneficiosas para el clima y el 
medio ambiente  

Es también conocido como “pago verde” o greening y per-

mite conceder un pago anual por cada hectárea admi-

sible vinculada a un derecho de pago básico, siem-

pre que se respeten determinadas prácticas me-

dioambientales, dependiendo de la estructura 

de la explotación.  

En todo caso, el agricultor que pretenda activar 

sus derechos de pago básico debe respetar 

esas prácticas medioambientales en todas las 

hectáreas de su explotación sujetas a los requisi-

tos del “pago verde”.  

Este pago se pondrá en marcha en la Solicitud de 

Ayudas PAC del año 2015 por lo que los cultivos que se 

han sembrado en el otoño de 2014 ya han debido de tener en 

cuenta, en su caso, las obligaciones derivadas del mismo.  

El Greening permite 
conceder un pago 

anual por cada hectá-
rea  admisible a un de-
recho de pago básico, 
siempre que se respe-

ten determinadas 
prácticas medioam-

bientales 
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El importe del “pago verde” es un porcentaje del valor total de los 

derechos de pago básico que active el agricultor cada año. Este 

porcentaje, que normalmente será ligeramente superior al 50%, 

se determinará anualmente y se publicará en la página web del 

FEGA (www.fega.es).  

Este pago será financiado a partir del 30% del límite presupuesta-

rio correspondiente a España. Para el año 2015, su presupuesto 

ascenderá a 1.453 millones de euros, cifra que se irá incrementan-

do ligeramente hasta llegar a 1.468 millones de euros en 2019.  

Todos los agricultores con derecho a pago en virtud del régimen 

de pago básico deben respetar las tres prácticas medioambienta-

les en todas sus hectáreas admisibles, cuando sea pertinente, y 

tienen derecho a percibir el “pago verde”.  

Las prácticas medioambientales vinculadas a este pago son:  

 Diversificación de cultivos  

 Mantenimiento de los pastos permanentes existentes  

 Contar con superficies de interés ecológico (SIE) en las explota-

ciones  

Tendrán derecho automáticamente al pago aquellos agricultores 

que:  

 Se dedican a la agricultura ecológica, únicamente en aquellas 

unidades de la explotación que consistan en una superficie y 

que se utilicen para producción ecológica.  

 Están acogidos al régimen de pequeños agricultores que se 

establecerá en el año 2015 para aquellos productores que co-

bren menos de 1.250 € de pagos directos.  

 Disponen de cultivos permanentes (viñedo, olivar, cítricos, 

frutales y, en general, cultivos que permanecen en el terreno 

durante cinco años o más y que no entran en la rotación de 

cultivos de la explotación), en las superficies ocupadas por di-

chos cultivos.  

Estas superficies deberán guardar coherencia con el uso SIGPAC 

de la superficie declarada.  

El incumplimiento del número de culti-

vos y umbrales exigibles en el caso de 

la práctica de diversificación, del man-

tenimiento de los pastos permanentes 

(en particular de los medioambiental-

mente sensibles), y de la exigencia de 

contar con la SIE requerida, puede con-

llevar la aplicación de reducciones de 

las correspondientes superficies que 

recibirán la ayuda durante los años 

2015 y 2016, y, a partir de la campaña 

2017, también a posibles sanciones 

administrativas.  

En ese sentido, resulta aconsejable 

efectuar cuidadosamente la planifica-

ción de los cultivos y los cálculos de las 

superficies dedicadas a los mismos, 

manteniendo un cierto margen de se-

guridad para evitar incumplimientos 

que, por pequeños que sean, pueden 

originar importantes reducciones de la 

superficie a pagar por greening.  

AUTOR: 

Miguel Angel Riesgo Pablo 

Subdirector General de Ayudas Directas. Fondo Español de Garantía Agraria 
(FEGA)  

http://www.fega.es


 

 



 

 



18    POLÍTICA AGRÍCOLA COMÚN  

Los sectores ganaderos son estratégicos para nuestro país no sólo 

por su importancia económica, aportando el 38 % a la producción 
final agraria1, sino también desde el punto de vista medioambien-
tal y social, contribuyendo a al mantenimiento y fijación de la po-

blación rural, generando un buen número de empleos directos e 
indirectos en la industria de transformación y otros agentes de la 
cadena de valor agroalimentaria.  

Si hay algo que caracteriza a la ganadería española es su marcada 

diversidad, en primer lugar en lo que a las diferentes produccio-
nes se refiere ya que a lo largo de nuestra geografía podemos en-
contrar la práctica totalidad de productos ganaderos tanto conti-

nentales como puramente mediterráneos y, en segundo lugar, en 
lo relativo a la variabilidad de sistemas productivos con caracterís-
ticas propias y necesidades y condicionantes diferentes.  

Esta diversidad viene determinada por las condiciones climáticas, 

orográficas e incluso sociales de nuestro país y es, precisamente, 
lo que nos diferencia de otros Estados miembros (EEMM) de la 
Unión Europea (UE). Además, esta diversidad es un elemento que 

ayuda a los sectores ganaderos a evolucionar y hacer frente a sus 
retos más recientes, derivados de diversas circunstancias entre las 
que se encuentran tanto el devenir y la volatilidad de los merca-

dos, la coyuntura económica nacional o internacional y las propias 
iniciativas o reformas legislativas.  

De este modo, garantizar la viabilidad y 
sostenibilidad a medio y largo plazo de 

los sectores ganaderos españoles y sus 
diferentes sistemas de producción, 
manteniendo el equilibrio territorial y 

el nivel de vida en las zonas rurales, ha 
sido el objetivo del Ministerio de Agri-
cultura, Alimentación y Medio Ambien-

te (MAGRAMA) tanto en las negociacio-
nes a nivel comunitario de la nueva 
Política Agraria Comunitaria (PAC) co-

mo en su posterior puesta en marcha 
en España, máxime teniendo en cuenta 
la dependencia de las explotaciones 

ganaderas de las ayudas que, como 
media, suponen el 30 % de sus ingresos 
y en buena parte de las ocasiones son 

determinantes de la rentabilidad de las 
mismas.  

En esta nueva PAC, en la que los impor-

tes de las ayudan van asociados a la 

superficie, no todos los sectores gana-

deros encajan por igual. Los sectores 

extensivos, como la vaca nodriza, con 

una mayor disponibilidad de superficie 

se adaptan mejor a este nuevo modelo 

de pagos directos, mientras que pro-

ducciones más intensivas, como el va-

cuno de leche, con una baja disponibili-

dad de superficie donde activar sus 

derechos de pago básico tienen mayo-

res dificultades. A esto, se suma el par-

ticular régimen de tenencia de la tierra 

en buena parte de los sectores ganade-

ros ya que, en numerosas ocasiones no 

disponen de la superficie en propiedad 

siendo hectáreas arrendadas o pastos 

comunales adjudicados por la entidad 

local correspondiente.  

Las ayudas asociadas 
de la PAC 2015-2020 en los 
sectores ganaderos 

 1 Incluyendo carne, animales vivos y productos ganaderos   
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Por estas razones, el modelo para la 
aplicación de los pagos directos en Es-

paña se ha adaptado, en la medida de 
lo posible y bajo los márgenes que la 
normativa comunitaria permite, para 

garantizar la viabilidad y competitividad 
de los sectores ganaderos. Entre las 
medidas adoptadas con estos fines se 

encuentra: un modelo de regionaliza-
ción de los pagos directos destinado a 
evitar trasvases entre sectores y terri-

torios, la determinación de la figura del 
“agricultor activo” que garantizará que 
los pagos van dirigidos a los ganaderos 

que verdaderamente desarrollan una 
actividad, una primera asignación de 
derechos de pago básico que evite la 

competencia de agricultores y ganade-
ros por los pastos permanentes y la 
posibilidad de justificar la actividad 

agraria con explotaciones ganaderas de 
especies compatibles y con una deter-
minada carga ganadera por hectárea 

asociada.  

No obstante, es precisamente en este 
contexto donde las ayudas asociadas a 
la producción juegan un papel funda-

mental para la viabilidad de nuestra 
ganadería ya que se reciben por reali-
zar un tipo de cultivo o en el caso que 

nos ocupa por criar un determinado 
tipo de ganado, al contrario que los 

pagos desacoplados de la PAC (pago básico) que se reciben con 
independencia del tipo de cultivo que se realice o por mantener la 

superficie en buenas condiciones para el pastoreo o cultivo.  

La normativa comunitaria establece el porcentaje máximo del 
límite presupuestario nacional que los EEMM pueden dedicar a 
los pagos asociados y los sectores a los que pueden ir dirigidos, 

encontrándose entre ellos los siguientes sectores ganaderos: va-
cuno de leche, vacuno de carne, ovino y caprino. Es decir, los mis-
mos sectores ganaderos que tradicionalmente, desde los inicios 

de la PAC, han sido objeto de apoyo a través de distintas primas y 
pagos acoplados.  

Asimismo, la mencionada normativa recoge las condiciones para 

otorgar un pago asociado en dichos sectores de manera que, sólo 

pueden concederse a aquellos sectores o regiones de un Estado 

miembro en los que ciertos tipos de actividades agrarias o secto-

res agrarios específicos sean especialmente importantes por moti-

vos económicos, sociales o medioambientales y afronten determi-

nadas dificultades. Esta vulnerabilidad o dificultades específicas 

pueden valorarse mediante indicadores tales como el riesgo de 

abandono de la actividad o una limitada rentabilidad o viabilidad 

sectorial.  

Finalmente, se otorga la posibilidad a los EEMM de establecer una 

ayuda asociada específica para aquellos ganaderos que fueran 

titulares de derechos especiales en 2014 (derechos sin tierra) y 

que no dispongan de hectáreas admisibles de cara a la asignación 

de derechos en 2015. Esta posibilidad es clave para España, donde 

existe un buen número de ganaderos con derechos especiales y 

con un elevado valor medio por derecho cuya percepción de ayu-

das PAC, y por tanto, su viabilidad podría haber resultado seria-

mente comprometida.  
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¿Cómo se aplican las ayudas 
asociadas en España? 

Desde el inicio de los debates sobre la 
aplicación de la PAC a nivel nacional, 
MAGRAMA, comunidades autónomas y 
organizaciones profesionales agrarias 
estuvieron de acuerdo en que la gana-
dería tuviera un tratamiento prioritario 
en el marco de las ayudas asociadas.  

De este modo, España destinará el 12 
% del importe de los pagos directos a 
las ayudas asociadas a la producción, 
en total 584,9 Millones de euros anua-
les de los que casi el 84 % se distri-
buirán entre los sectores ganaderos: 
vacuno de carne, con sus dos subsecto-
res nodriza y cebo, vacuno de leche, 
ovino y caprino (tabla nº 1).  

Para seleccionar estos sectores y esta-
blecer sus necesidades presupuestarias 
se realizaron una serie de estudios 
técnicos que, partiendo de la necesidad 
de corregir las desviaciones derivadas 
del nuevo modelo de pagos directos y 
en particular en lo que se refiere a la 
regionalización, analizaron los riesgos 
de disminución de la producción o in-
cluso de abandono de la misma con las 
repercusiones socioeconómicas y me-
dioambientales que eso conllevaría, 
teniendo también en cuenta la necesi-
dad de atender a formas de producción 
que no pueden ser atendidas más que 
de esta manera como es el caso de los 
“ganaderos sin tierra” que se mencio-
naba anteriormente.  

En la realización de estos estudios hay 
varios sistemas de información y regis-
tro que han sido determinantes. En 
primer lugar, el Sistema de Trazabilidad 
Animal (SITRAN) gestionado por la Di-
rección General de Sanidad de la Pro-
ducción Agraria del MAGRAMA (http://
www.magrama.gob.es/es/ganaderia/
temas/trazabilidad-animal/) que se ha 
utilizado para determinar el riesgo de 
abandono de la actividad a través del 
análisis de la evolución reciente de ex-
plotaciones y censos de cada sector 
ganadero y, como veremos más adelan-

te, será el registro de censos sobre el que se basará la elegibilidad 
de los animales en las ayudas asociadas. En segundo lugar la Red 
Nacional de Granjas Típicas (RENGRATI) que, como sistema de 
información técnico-económico de los sectores ganaderos coordi-
nado por la Dirección General de Producciones y Mercados Agra-
rios del MAGRAMA (http://www.magrama.gob.es/es/ganaderia/
temas/produccion-y-mercados-ganaderos/sectores-ganaderos/
red-de-granjas-tipicas/default.aspx) ha servido para medir las ren-
tabilidades de las distintas producciones ganaderas siendo, estos 
niveles de rentabilidad uno de los principales factores para deter-
minar el riesgo de abandono de la actividad en cada sector.  

Asimismo y dada la mencionada diversidad de sistemas producti-
vos de nuestro país, también se analizó en profundidad la influen-
cia en los factores anteriores de la ubicación de las explotaciones 
en zonas desfavorecidas, en particular en zonas de montaña, el 
impacto de la insularidad y la influencia de las economías de esca-
la, de cara a tenerlo en cuenta y discriminar estas condiciones 
positivamente de ser necesario para determinados sectores en el 
diseño de las ayudas asociadas.  

En el caso de los “ganaderos sin tierra” fue necesario analizar los 
titulares en esta situación, conforme a los datos de derechos es-
peciales del Fondo Español de Garantía Agraria (FEGA), para cuan-
tificar los montantes presupuestarios necesarios para atender 
estas situaciones en cada uno de los sectores.  

Dar cabida a todas estas circunstancias, cumplir con la normativa 

comunitaria y con la rigidez y condicionantes impuestos por la 

Comisión a lo largo de 2014, ha supuesto, finalmente, un desdo-

ble “ilógico” de las ayudas asociadas en los sectores ganaderos en 

17 medidas por sectores y regiones:  

 Ayuda asociada para las explotaciones que mantengan vacas 

nodrizas en dos regiones: España peninsular y región insular. .  

 Ayuda asociada para las explotaciones de vacuno de cebo que 

ceban a los terneros nacidos en la explotación en dos regiones: 

España peninsular y región insular.  

 Ayuda asociada para las explotaciones de vacuno de cebo que 

ceban a los terneros no nacidos en la explotación en dos regio-

nes: España peninsular y región insular.  

AYUDAS ASOCIADAS A LA GANADERÍA 

Sector  Importe (€) 

Vacas nodrizas 187.745.000 

Vacuno de cebo  40.127.000 

Vacuno de leche 93.579.000 

Ovino 154.892.000 

Caprino  13.645.000 

TOTAL  489.988.000 
Tabla nº 1 

http://www.magrama.gob.es/es/ganaderia/temas/trazabilidad-animal/
http://www.magrama.gob.es/es/ganaderia/temas/trazabilidad-animal/
http://www.magrama.gob.es/es/ganaderia/temas/trazabilidad-animal/
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 Ayuda asociada para las primeras 75 vacas (factor economía 

de escala) en explotaciones de vacuno de leche en dos regio-

nes; España peninsular y región insular y zonas de montaña.  

 Ayuda asociada para las vacas distintas a las 75 primeras en las 

explotaciones de vacuno de leche en dos regiones: España pe-

ninsular y región insular y zonas de montaña.  

 Ayuda asociada para el ovino en dos regiones: España peninsu-

lar y región insular.  

 Ayuda asociada para el caprino en dos regiones: España penin-

sular y región insular y zonas de montaña.  

 Ayudas asociadas para los ganaderos de vacuno de leche, va-

cuno de cebo, ovino y caprino que mantuvieron derechos es-

peciales en 2014 y no disponen de hectáreas admisibles para 

la activación de derechos de pago básico.  

Una vez seleccionados los sectores ganaderos, analizados sus con-

dicionantes específicos atendiendo a las situaciones mencionadas 

y cuantificadas las necesidades presupuestarias para cada uno de 

ellos, el siguiente paso fue el diseño de las ayudas dentro de cada 

sector y situación específica, una vez más, bajo los criterios de la 

Comisión y en coordinación con las comunidades autónomas y los 

representantes de los sectores implicados.  

De este modo y conforme a los reglamentos UE, como condición 

de partida, en ningún caso un mismo animal podrá recibir dos 

ayudas asociadas diferentes a pesar de que reúna los criterios de 

elegibilidad de varias de ellas y, también con carácter general para 

todas las ayudas se debe tener en cuenta que los apoyos persi-

guen como objetivo el mantenimiento de los sectores correspon-

dientes en los mismos niveles de producción actuales, o minimizar 

en lo posible su posible disminución de censos o producción, sin 

que en ningún caso sea objeto de estas ayudas servir de incentivo 

para el desarrollo expansivo o incremento de la producción.  

Además, los animales deberán estar correctamente identificados 

y registrados en base a la normativa vigente y la explotación a la 

que pertenezcan deberá estar registrada en el registro general de 

explotaciones ganaderas (REGA).  

Por otra parte, para cada una de las 

ayudas en los sectores implicados se 

han establecido una serie de requisitos 

específicos que se detallan en el Título 

IV del Real Decreto 1075/2014, publica-

do en el BOE del 20 de diciembre así 

como en una ficha técnica que ha ela-

borado el MAGRAMA para facilitar su 

difusión y comprensión, disponible en 

el siguiente enlace:  

h t t p : / / w w w . m a g r a m a . g o b . e s /

imagenes/es/aaff_ficha_4_web_tcm7-

380392.pdf  

Este año 2015, será el primer año de 

aplicación tanto de estas ayudas aso-

ciadas como del conjunto pagos direc-

tos por lo que habrá, que esperar para 

que puedan ser objeto de revisión una 

vez evaluado su funcionamiento y de-

tectadas posibles necesidades, en parti-

cular para el vacuno de leche que en 

estos momentos se está enfrentando a 

su primera campaña sin limitación de la 

producción, una vez finalizado el régi-

men de cuota láctea, tras casi 30 años 

de aplicación, en nuestro país, el pasa-

do 31 de marzo.  

No obstante, en estos momentos a ni-

vel comunitario ya se ha iniciado un 

debate sobre la simplificación de la PAC 

que derivará en ajustes de la normativa 

actual y del que se espera una mayor 

flexibilidad para los países en la aplica-

ción de las ayudas asociadas.  

Más información en: http://

www.magrama.gob.es/es/politica-

agricola-comun/campania-nueva-pac/

default.aspx.  

AUTOR: 

Ana Charle Crespo 

Jefa de Área de Vacuno y Ovino. Subdirección General de Productos Ganaderos 

http://www.magrama.gob.es/imagenes/es/aaff_ficha_4_web_tcm7-380392.pdf
http://www.magrama.gob.es/imagenes/es/aaff_ficha_4_web_tcm7-380392.pdf
http://www.magrama.gob.es/imagenes/es/aaff_ficha_4_web_tcm7-380392.pdf
http://www.magrama.gob.es/es/politica-agricola-comun/campania-nueva-pac/default.aspx
http://www.magrama.gob.es/es/politica-agricola-comun/campania-nueva-pac/default.aspx
http://www.magrama.gob.es/es/politica-agricola-comun/campania-nueva-pac/default.aspx
http://www.magrama.gob.es/es/politica-agricola-comun/campania-nueva-pac/default.aspx
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¿Qué es y qué significa la Ley de integración coopera-
tiva?  

La Administración General del Estado, en este caso el Ministerio 
de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente ha ideado, redac-
tado y aprobado la Ley 13/2013 de integración cooperativa como 
un mecanismo de unión entre cooperativas para que mejoren su 
competitividad.  

Esta Ley tiene pocos, pero en nuestra opinión, eficaces instrumen-
tos jurídicos y un interesante apoyo económico para conseguir 
grupos cooperativos fuertes, competitivos y que se presenten 
como alternativa para la permanencia de nuestros agricultores en 
los núcleos rurales ofreciendo productos de un valor añadido im-
portante.  

Las dos herramientas para aplicar esta Ley son la creación de la 
figura de la Entidad Asociativa Prioritaria y el Plan estatal de Inte-
gración asociativa que podrá verse en gran parte financiado por 
fondos de los programas de desarrollo rural.  

En el momento presente ya estamos recibiendo respuestas, lenta-
mente pero de forma firme. El esfuerzo que se les pide a estas 
entidades asociativas es grande. Sin embargo el sector cooperati-
vo español está respondiendo adecuadamente. No existen previ-
siones ciertas del número de entidades asociativas prioritarias a 
constituirse a corto plazo. No obstante, estamos manteniendo 

contactos informales con interesados 
en la posible constitución de éstas. La 
ley pretende convencer y no imponer 
condiciones preestablecidas, a las casi 
4.000 entidades asociativas en España.  

Estamos convencidos de esta estrate-
gia, al igual que estamos convencidos 

del interés del mundo cooperativo, ya 
que existe un compromiso mutuo de 
trabajar a favor de la integración de la 

oferta. Esta nueva ley forma parte de 
una estrategia política de más largo 
alcance que comprende diferentes me-

didas destinadas a mejorar el funciona-
miento de la cadena alimentaria, bus-
cando especialmente reforzar el poder 

de negociación de los productores.  

¿Qué es y qué significa la nueva 
programación de desarrollo ru-
ral?  

Para este periodo de financiación que 

se debía haber iniciado en 2014, y tras 

el acuerdo alcanzado ese año por los 

Jefes de Estado y de Gobierno, el sector  

El apoyo a la integración 
cooperativa en el Programa 
Nacional de Desarrollo Rural 

Esta Ley tiene un intere-
sante apoyo económico 
para conseguir grupos 
cooperativos fuertes, 
competitivos y que se 
presenten como alter-
nativa para la perma-
nencia de nuestros agri-
cultores en los núcleos 
rurales 
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agroalimentario español va a recibir 

47.000 millones de euros en forma de 

ayudas de los que 8.291 M€ se destinan 

a desarrollo rural. En cuanto al reparto 

de fondos FEADER entre Comunidades 

Autónomas, se ha acordado distribuir 

8.053 M€ entre éstas, mientras que se 

destinarán 238 M€ a un Programa Na-

cional de Desarrollo Rural, que benefi-

ciará a todas las Comunidades Autóno-

mas, en particular para promover la 

integración cooperativa.  

Tras acuerdo de Conferencia Sectorial, 

la Administración General del Estado ha 

asumido el compromiso de aportar el 

30% del gasto nacional que correspon-

da a cada uno de los programas auto-

nómicos de desarrollo rural, calculado a 

la tasa máxima de cofinanciación per-

mitida.  

En cuanto a la distribución, se ha plan-

teado un sistema basado en el criterio 

de integración, que es el empleado por 

la propia Comisión Europea para el re-

parto entre Estados Miembros. De esta 

forma, las cuantías a distribuir resultan 

de la aplicación de una fórmula, ponde-

rada con un factor de corrección, de 

manera que se beneficia a regiones 

menos competitivas y desarrolladas. Además, se ha acordado ga-

rantizar que ninguna Comunidad Autónoma pierda más de un 

10% respecto al periodo actual.  

¿Cómo se engranan el apoyo a la integración coopera-
tiva y los fondos de desarrollo rural?  

En el Programa Nacional de Desarrollo Rural para el período pre-

supuestario 2014-2020 se han recogido diferentes líneas de ayuda 

que persiguen corregir las deficiencias estructurales del sector 

agroalimentario. Una parte de estas medidas ostentan como fina-

lidad conjunta el redimensionamiento de los primeros eslabones 

de la cadena  agroalimentaria para incrementar su competitividad 

en el contexto actual de globalización. La vía esencial para conse-

guir este objetivo es el recurso a fórmulas colaborativas de todo 

tipo, así como las fusiones y adquisiciones.  

Las Cooperativas agroalimentarias son empresas vinculadas de 

forma estable al territorio, al productor, al tiempo que ejercen el 

liderazgo en la economía local y en la fijación de población al terri-

torio, contribuyendo así al equilibrio, la ordenación y el desarrollo 

rural. Sin embargo, su elevada atomización por toda la geografía 

española les resta capacidad de negociación en la cadena de valor 

de los productos alimenticios. Por tanto, el desarrollo de la inte-

gración cooperativa es un objetivo perfectamente legítimo para 

su apoyo a través de la programación de desarrollo rural, como 

veremos a continuación.  

¿Cómo se va a apoyar la integración cooperativa con 
fondos de desarrollo rural?  

Las entidades asociativas contribuyen de manera muy significati-

va al desarrollo rural.  

Las entidades asociativas también ayudan y favorecen el desarro-

llo de otros valores no menos importantes como la conservación 

del medio, la posibilidad de participar en la gestión sostenible de 

recursos, en la preservación de la biodiversidad y del paisaje, y en 

la conservación del patrimonio cultural. Juegan además un papel 

fundamental en la ordenación de la actividad agropecuaria, cola-

borando en la transmisión y la aplicación de la normativa, en la 

divulgación de las innovaciones técnicas, en la canalización de la 

información hacia y desde el productor y en facilitar una adapta-

ción rápida a los cambios. Otra de las características importantes 

de las entidades asociativas y de las cooperativas, que las diferen-

cia de forma destacada ante otras fórmulas jurídicas de constitu-

ción empresarial es que, por su forma de organización y funciona-

miento, ejercen también una importante función social al fomen-

tar la participación, la formación y los procedimientos de decisión 

democráticos en los que se integran su correspondiente masa 

social.  
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En este mismo sentido, todas aquellas medidas que puedan pro-
moverse para facilitar un aumento en la estabilidad y la competiti-
vidad de las entidades asociativas y cooperativas, estarán contri-
buyendo a la mejora del medio rural, en sus aspectos sociales, 
económicos y ambientales en línea con lo que se establece en la 
Estrategia 2020, en relación con un crecimiento integrador, soste-
nible e inteligente, que disfrute de altos niveles de empleo, de 
productividad y al mismo tiempo sirva para lograr una mayor co-
hesión económica, social y territorial.  

Las operaciones de Integración Asociativa contempladas en el 
Programa Nacional de Desarrollo Rural, forman parte de una am-
biciosa política de fomento de la integración de los primeros esla-
bones de la cadena alimentaria destinada a reforzar la posición 
negociadora de la oferta procedente del sector, en el conjunto de 
las relaciones comerciales que rigen los intercambios en la cadena 
alimentaria, capaz de romper su principales causas de debilidad 
derivada de su fuerte atomización y escasa dimensión. En este 
sentido con la aprobación de la Ley 12/2013, de 2 de agosto, de 
medidas para mejorar el funcionamiento de la cadena alimenta-
ria, estamos impulsando una reforma estructural del sector agroa-
limentario para dotarlo de mayor capacidad competitiva, dirigida 
a corregir los desequilibrios en las relaciones comerciales a la vez 
que se garantizan los derechos del consumidor, a través de una 
norma pionera y novedosa. No hay otra igual en otros países de la 
Unión Europea, y se adelanta incluso a las previsiones contempla-
das en la reforma de la Política Agraria Común, que recoge como 
uno de sus objetivos mejorar las relaciones entre los operadores 
de la cadena, a través de un modelo mixto de regulación, autorre-
gulación y control.  

Se pretende cambiar la actual configuración asociativa agroali-
mentaria para adecuarla a los nuevos retos, mediante instrumen-

tos y medidas que confieran a las enti-
dades asociativas redimensionadas un 
mayor protagonismo en nuestro siste-
ma agroalimentario, mediante la confi-
guración de estructuras más eficaces, 
que se constituyan en modelo de co-
operación y colaboración por excelen-
cia, haciendo que sus estructuras em-
presariales se encuentren en el marco 
de la excelencia empresarial y confor-
men un sistema productivo más eficaz, 
y más competitivo que redunde en el 
beneficio de todos los integrantes de la 
cadena alimentaria hasta el consumi-
dor final y siga siendo elemento verte-
brador y dinamizador del tejido rural 
vivo, coherente e integrador.  

Se van a contemplar operaciones,    
dentro de cuatro medidas: Formación e 
información, Asesoramiento, Inversio-
nes y Cooperación.  

¿Cómo se va a configurar la me-
dida de formación e informa-
ción?  

Una de las principales debilidades de-
tectadas en el tejido asociativo español 
es su visión cortoplacista, esto es, el 

choque de visiones a corto plazo, prio-
rizando liquidaciones ejecutivas frente 
a la visión estratégica a largo plazo y la 



POLÍTICA AGRÍCOLA COMÚN    25  

observancia de la competitividad futu-
ra. Esta falta de planificación, junto a 
un desarrollo insuficiente en materia 

de comercialización, hacen de la ma-
yoría de las cooperativas agroalimenta-
rias españolas, entidades más centra-

das en su supervivencia local que en la 
adaptación al mercado global.  

Para afrontar estas carencias, se ha 

diseñado la medida de formación e 

información que pretende superar la 

actual obsoleta y compleja gobernanza 

de las entidades asociativas para con-

vertirlas en empresas con una buena 

capacidad de adaptación al mercado 

global. 

Esta medida de formación e informa-

ción se articula en torno a dos tipos de 

acciones:  

 Las acciones de formación profesio-

nal y adquisición de competencias 

para directivos de Entidades Asocia-

tivas Prioritarias organizadas en tor-

no a talleres, cursos o actividades 

de “coaching in company”.  

 Las acciones de demostración e in-

formación mediante la puesta en 

marcha y difusión de proyectos de 

éxito, la comunicación y sensibiliza-

ción sobre el sector cooperativo, la 

realización de jornadas informativas o la emisión de publica-

ciones.  

La formación de los directivos de las Entidades Asociativas Priori-

tarias y las acciones de demostración e información permitirán 

afrontar con éxito las negociaciones de las cooperativas con el 

resto de eslabones de la cadena agroalimentaria y establecer una 

planificación estratégica de la entidad a largo plazo. En definitiva, 

con estas acciones se espera fomentar la competitividad de las 

Entidades Asociativas Prioritarias y en última instancia mejorar las 

condiciones de vida de las zonas rurales donde se ubique la Enti-

dad Asociativa Prioritaria.  

¿Cómo va a ser la medida de asesoramiento?  

Otra de las actuaciones del Programa Nacional de Desarrollo Rural 

se centra en el apoyo a la integración asociativa agroalimentaria a 

través de una ayuda a la creación de servicios de asesoramiento 

por parte de las entidades asociativas prioritarias creadas a raíz de 

la Ley 13/2013 citada.  

Las cooperativas agroalimentarias y demás entidades asociativas, 

asocian a titulares de explotaciones agrarias, incluyendo a los de 

titularidad compartida, que realizan actividades encaminadas al 

mejor aprovechamiento de las explotaciones y las industrias rela-

cionadas. Por otro lado, los profesionales agrarios se encuentran 

afectados por constantes cambios en su entorno de carácter 

económico, social y normativo al que han de responder de mane-

ra efectiva para garantizar la sostenibilidad de la empresa agroali-

mentaria. Asimismo, la intensificación de la competencia en los 

mercados exige una constante capacidad de adaptación. Es por 

ello, que para mejorar la viabilidad de las explotaciones agrarias y 

su competitividad se considera necesario la creación de servicios 

de asesoramiento desde las cooperativas y otras entidades asocia-

tivas que mejoren los sistemas de producción, procesado y mar-

keting de los productos agrícolas.  

El objetivo final de la creación de estos servicios de asesoramiento 

es la mejora de la viabilidad de los productores primarios de ma-

nera general, el fomento de la sostenibilidad integral de las explo-

taciones y por ende, de la entidad asociativa prioritaria supra-

autonómica.  

Estos servicios de asesoramiento una vez creados, deben ser acce-

sibles tanto para socios cooperativistas miembros de una entidad 

asociativa prioritaria, como para otros productores primarios no 

cooperativistas; pudiendo ser susceptibles de ayuda en el ámbito 

de los Programas de Desarrollo Rural de las Comunidades Autóno-

mas, tanto la prestación de los servicios de asesoramiento como 

la formación de asesores.  

En este sentido con la 
aprobación de la Ley 
12/2013, de 2 de agosto, 
de medidas para mejo-
rar el funcionamiento de 
la cadena alimentaria, 
estamos impulsando 
una reforma estructural 
del sector agroalimenta-
rio para dotarlo de ma-
yor capacidad competi-
tiva 
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¿Cómo será el apoyo a las inversiones?  

La política de inversiones es un eje fundamental de las actuacio-

nes a desarrollar cofinanciadas por el Fondo Europeo Agrario de 

Desarrollo Rural (FEADER).  

En concreto, una de las actuaciones de inversiones en activos físi-

cos del Programa Nacional de Desarrollo Rural se centra en el 

apoyo a inversiones en activos físicos acometidas por Entidades 

Asociativas Prioritarias, de carácter supra-autonómico, destinadas 

a la transformación, comercialización y desarrollo de productos 

agrarios.  

Estas ayudas tratan de facilitar la innovación y la incorporación de 

nuevas tecnologías y conocimientos, aumentando la productivi-

dad y eficiencia de estas entidades y, en definitiva, mejorar su 

capacidad de competir en un mercado global, igual que el resto 

de apoyos y en coherencia con la estrategia Europa 2020 se busca 

ganar en empleo y en productividad, buscando mayor cohesión 

económica, social y territorial.  

Al mismo tiempo, se velará porque estas inversiones cumplan con 

los requisitos legales establecidos en materia de medio ambiente, 

y a los que, eventualmente, se establezcan en un futuro por la 

Unión (tratamiento de residuos y subproductos, eficiencia energé-

tica, etc.).  

El objetivo final de la inversión será la mejora de la competitividad 

de los productos ofrecidos por las Entidades Asociativas Priorita-

rias de manera que redunde en los agricultores integrados, persi-

guiendo un aumento del valor añadido del producto objeto de la 

integración, a lo largo de la cadena de valor. De manera comple-

mentaria se promoverá la eficiencia energética en la cadena de 

valor agroalimentaria del beneficiario.  

¿Cómo van a configurarse las ayudas a la coopera-
ción?  

Para el nuevo período de programación, se ha establecido una 

nueva medida denominada “cooperación “. Consiste en apoyar 

iniciativas de acción conjunta entre al menos dos entidades y se 

fundamenta en debilidades detectadas en el medio rural como la 

fragmentación, el pequeño tamaño de los operadores compara-

dos con los urbanos, la dificultad en las comunicaciones, etc. Des-

de esta perspectiva, el apoyo público puede ayudar a superar es-

tos inconvenientes, ayudando a los operadores a trabajar de ma-

nera conjunta.  

En el marco de la integración asociativa, estas actividades de co-

operación se han centrado en dos tipos de acciones:  

 Apoyo para proyectos y prácticas 

medioambientales que fomenten la 

utilización de energías renovables.  

 Apoyo para la cooperación horizon-

tal y vertical entre los agentes de la 

cadena de distribución en el sumi-

nistro sostenible de biomasa desti-

nada a la industria agroalimentaria.  

En ambos casos, se concederá ayuda 

para financiar los costes del proyecto 

de cooperación entre al menos dos 

actores, siempre que uno de ellos sea 

una Entidad Asociativa Prioritaria o 

bien, una PYME agroalimentaria supra-

autonómica.  

Dentro de esta medida de cooperación, 

aunque no directamente relacionadas 

con la integración asociativa, se con-

templan otras acciones de cooperación 

como el desarrollo de proyectos de 

grupos operativos en el ámbito de la 

Asociación Europea de Innovación o el 

apoyo al desarrollo de nuevos produc-

tos, prácticas, procesos y tecnologías 

en el sector agroalimentario.  
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Cuerpo Nacional Veterinario y 
Catedrático de Universidad  

¿Cómo definiría la situación laboral del cuerpo veteri-
nario en la actualidad? 

La profesión veterinaria no es ajena al mo-

mento económico que vive el país y, por lo 

tanto, desgraciadamente sufre los efectos de 

la crisis, probablemente sobrealimentados 

por el alto número de graduados que cada 

año se incorporan al mercado laboral. En 

este contexto, la función pública cumple una 

doble finalidad: cubre un servicio público 

absolutamente esencial para los ciudadanos 

y, desde el punto de vista del aspirante, ofre-

ce una oportunidad laboral estable y de gran 

recorrido profesional.  

¿Cuáles son los pasos a seguir para 
presentarse a una oposición e incre-
mentar las opciones de tener éxito?  

La preparación de una oposición debe abordarse como una carre-

ra de fondo, en la que seguir un Calendario de trabajo previamen-

te establecido es fundamental. Así, establecemos claramente las 

fechas de clase y su contenido (temas 

objeto de explicación y de ejercicio, 

reproduciendo las condiciones exactas 

de la oposición), trasladándole al oposi-

tor un plan claro y realista. Todo ello 

permite conciliar la preparación con la 

vida personal, familiar y laboral. La ima-

gen del opositor encerrado las 24 horas 

al día es una caricatura que no respon-

de a la realidad. 

¿Podría facilitar algún dato re-
ciente de los resultados obteni-
dos por sus alumnos? 

En torno al 70% del total de aprobados 

en cualquier proceso selectivo suelen 

ser  opositores que se han encontrado 

bajo nuestra preparación, lo que no 

hace sino reflejar el buen trabajo del 

opositor y su receptividad a las indica-

ciones recibidas. Disponer de un Tema-

rio original y permanentemente actuali-

zado (y no de una recopilación legislati-

va inmanejable o de un simple corta y 

pega de la web) es 

clave, así como el 

conocimiento pro-

fundo de la mecáni-

ca de la oposición. 

¿Cómo funciona 
la modalidad on-
line? ¿Tiene mu-
cha demanda? 

La modalidad on line 

está concebida para 

los opositores que, 

por distintas razones 

(básicamente la dis-

tancia física y las obligaciones labora-

les), no pueden asistir a alguno de los 

grupos presenciales y, efectivamente, 

despierta mucho interés. No obstante, 

dado que consideramos muy importan-

"La preparación de una oposición debe abordarse 
como una carrera de fondo" 

“En torno al 70% de los 
aprobados suelen 

encontrarse bajo nuestra 
preparación, lo que no 

hace sino reflejar el buen 
trabajo del opositor y su 

receptividad a las 
Indicaciones recibidas” 

E  V
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te la presencia física en clase, aconseja-

mos la modalidad presencial o, en su 

caso, semipresencial (con al menos una 

asistencia al mes). 

También ofrecen grupos presen-
ciales en Lugo, Madrid, Murcia, 
Oviedo, Valencia y Zaragoza-
Huesca. ¿Está previsto ampliar 
el listado? 

De cara a 2015 continuaremos mante-

niendo comunicación constante con los 

Colegios Oficiales de Veterinarios, sin 

descartar la apertura de algún nuevo 

grupo, siempre que se mantenga el 

tamaño reducido de cada turno. En 

este sentido, afortunadamente conta-

mos con numerosos antiguos alumnos 

que hoy ocupan puestos de responsabi-

lidad en las distintas Administraciones y 

que se ofrecen como potenciales cola-

boradores. 

¿Existen diferen-
cias notables en 
los temarios en 
las convocatorias 
de cada comuni-
dad? 

Aunque evidente-

mente cada Comuni-

dad tiene sus propias 

especificidades, un 

altísimo porcentaje 

de los Temas es 

prácticamente idénti-

co, algo perfectamen-

te lógico si se recuer-

da que las funciones a 

desarrollar también lo son. Ello multi-

plica las opciones del opositor que, con 

las oportunas modificaciones, puede 

optar a 17 Convocatorias sin alterar el 

núcleo de su preparación. Las pruebas 

de acceso al Cuerpo Nacional Veterina-

rio registran también dichas similitudes 

de Temario, aunque la mecánica de la 

oposición es más singular. 

 
Además de los ayuntamientos y diputaciones provin-
ciales, hay hasta 18 administraciones convocantes de 
oposiciones. ¿Los alumnos están abiertos a todas las 
posibilidades o prefieren ceñirse a un objetivo concre-
to? 

Recomendamos elegir una oposición en concreto como referencia 

y trabajar con el Temario específico de la misma y un Calendario 

dirigido a sus fechas concretas de examen. Dicho esto, dada la 

gran semejanza entre unas y otras oposicio-

nes, a lo largo de la preparación nos adap-

tamos, con los cambios que sean necesa-

rios, a cuantas Convocatorias puedan pro-

ducirse. De hecho, es muy frecuente entre 

nuestros alumnos aprobar dos oposiciones 

en el mismo año. 

¿Cuáles son las Administraciones 
que convocan con más frecuencia 
oposiciones para el cuerpo veteri-
nario? 

Cada Comunidad tiene su propio Cuerpo de 

funcionarios y, obviamente, sus necesida-

des de personal específicas. Sin embargo, 

tras el parón de 3-4 años a que ha obligado la 

crisis económica, asistimos ya desde este 2015 a la aparición de 

múltiples Convocatorias por parte de las Comunidades Autóno-

mas, cuyas plantillas están en muchos casos bajo mínimos. Por 

otro lado, esperamos que se mantengan las Convocatorias para el 

Cuerpo Nacional Veterinario iniciadas ya en 2014, ya que la pre-

sencia de la Administración General del Estado y las funciones que 

desarrolla son absolutamente imprescindibles. 

“Prevemos desde 2015 
un gran número de 

convocatorias por parte 
de las comunidades 

autónomas, cuyas planti-
llas están, en muchos ca-

sos, bajo mínimos” 

www.oposicionesveterinaria.es 

http://www.oposicionesveterinaria.es
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finales de 2014, se pu-
blicó en el BOE el Real 
Decreto 993/2014, de 28 
de noviembre, por el que 
se establece el procedi-
miento y los requisitos 

de la certificación veterinaria oficial 
para la exportación.  

Este Real Decreto ha sustituido y com-
pletado tres normas nacionales que, 
hasta la fecha, venían regulando dife-
rentes aspectos para la exportación de 
carne y productos cárnicos a terceros 
países, ampliando su ámbito de aplica-
ción a animales vivos, productos anima-
les o de origen animal (entre ellos, los 
productos pesqueros), productos para 
alimentación animal y productos zoosa-
nitarios.  

Sin embargo, da la impresión de que, 
para su elaboración, las autoridades 
españolas sólo han tenido en cuenta la 
realidad del sector cárnico. De hecho, 
esta norma ha sido largamente recla-
mada por las asociaciones de dicho 
sector que, por sus especiales carac-
terísticas, necesitaba una actualización 
de la legislación existente en materia 
de exportación.  

Pero, para otros sectores, como el pes-
quero, su aplicación supone un incre-
mento de la carga administrativa, así 
como la generación de costes por la 
intervención de Organismos Indepen-

dientes de Control (OIC), sin que ello conlleve una mejora en las 
garantías sanitarias, que es una de las finalidades del Real Decre-
to.  

Así, dicha norma exige que el establecimiento productor final esté 
incluido en listas específicas cuando el país de destino exija al es-
tablecimiento requisitos distintos de los previstos en la normativa 
de la UE y/o cuando el tercer país exija la existencia de una lista 
específica de establecimientos exportadores.  

Éste último es el caso, por ejemplo, de los establecimientos pes-
queros que desean exportar sus productos a Argentina. No obs-
tante, para su inclusión en el listado específico, se aplica un siste-
ma simplificado de pre-listing, las industrias únicamente tienen 
que cumplir con la legislación de la UE y el modelo de certificado 
sanitario de exportación tampoco recoge requisitos distintos a los 
de la legislación comunitaria.  

A pesar de ello, el nuevo Real Decreto exige que, para su inclusión 
y permanencia en listas, el establecimiento sea auditado por un 
OIC, cada 6 meses durante los dos primeros años y después con 
frecuencia anual. En este caso concreto, lo único que tiene que 
verificar el OIC es que el establecimiento cuente con un sistema 
de autocontrol que permita al operador garantizar la composición 
exacta de las partidas exportadas y que esté documentada la tra-
zabilidad completa de las mismas. Algo que ya es obligatorio des-
de hace tiempo por la legislación de la UE.  

Asimismo, también existen dudas de cómo se aplicará el sistema 
de auditorías a los buques que son productores finales, puesto 
que capturan, procesan y congelan el pescado a bordo, que luego 
se descarga en almacenes frigoríficos en tierra desde donde se 
exportan al país de destino sin ninguna transformación ulterior.  

Confiamos en que las autoridades españolas sean sensibles a 
éstas y otras cuestiones, en un momento en que a nuestras indus-
trias les resulta cada vez más complicado competir a nivel global.  

El Real Decreto por el que se 
establece el procedimiento y los 
requisitos de la certificación 
veterinaria oficial para la 
exportación y su aplicación en el 
sector pesquero 

A 
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